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Introducción 
La sentencia C-355/06, que despenalizó parcialmente el aborto en Co-
lombia y garantizó a las mujeres el derecho a interrumpir voluntariamente 
el embarazo en ciertas circunstancias, está próxima a cumplir diez años. 
Sin embargo, el panorama no es alentador: según un estudio titulado Em-
barazo no deseado y aborto inducido en Colombia. Causas y consecuencias, 
elaborado por el Instituto Guttmacher en 2011, en Colombia se llevan a 
cabo aproximadamente 400.400 abortos por año, de los cuales solo 322 
(el 0,08 %) fueron interrupciones voluntarias del embarazo (IVE) prac-
ticadas en el marco legal proporcionado por la sentencia del 2006, aún 
cuando muchos de esos casos podían ser acogidos por la sentencia (Pra-
da, Singh, Remez y Villareal 2011: 5). A esto se suma el hecho de que la 
inseguridad y el riesgo que corren las mujeres al practicarse un aborto por 
fuera de la ley son muy altos:

...se estima que una tercera parte del total de mujeres que tienen 
un aborto ilegal desarrollan complicaciones que necesitan trata-
miento en una institución de salud […] desafortunadamente, 
una quinta parte del total de mujeres que sufren complicaciones 
posaborto no reciben tratamiento alguno; y esas mujeres no tra-
tadas son propensas a sufrir consecuencias de largo plazo” (Pra-
da et al. 2011: 5). 

La investigación del Guttmacher atribuye este fenómeno a las nu-
merosas barreras burocráticas, institucionales y sociales que prevalecen, 
a pesar de haberse aprobado la interrupción voluntaria del embarazo en 
las tres causales descritas por la Corte.1 En efecto, los prejuicios, los entor-

	 1	 La sentencia promulgada por la Corte Constitucional en 2006 establece 
que las tres circunstancias en las que una mujer puede acceder al dere-

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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nos familiares y sociales hostiles y restrictivos, los obstáculos impuestos 
por las mismas instituciones de salud y por los médicos que deben reali-
zar los procedimientos, son algunas de las limitaciones estructurales que 
impiden a las mujeres acceder libremente a su derecho a interrumpir el 
embarazo. Así, aunque es posible afirmar que Colombia cuenta con un 
marco legal sólido en materia de derechos sexuales y reproductivos,2 las 
múltiples barreras que se mantienen en el ámbito de las prácticas concre-
tas y cotidianas imposibilitan el ejercicio efectivo del derecho, y más aún, 
mantienen la vulnerabilidad de las mujeres, al restringir su autonomía 
para decidir sobre sus vidas y sus cuerpos (Chaparro, García, Guzmán, 
Rojas, y Sandoval 2013). 

En este escenario, es fundamental elaborar investigaciones que den 
cuenta de los contextos y grupos de mujeres que son más vulnerables a los 
embarazos no deseados y a los obstáculos que prevalecen en el momento 
en que deciden acceder al servicio de IVE. A este respecto, se han recalca-
do particularmente aquellos de las mujeres rurales y pobres. El estudio del 
Guttmacher muestra, por ejemplo, que la precariedad y las restricciones 
impuestas por espacios sociales pobres y rurales son elementos que im-
pactan profunda y negativamente en el ejercicio de la autonomía repro-
ductiva de las mujeres, ya que tienden a fomentar el desconocimiento de 
los derechos, la pervivencia de estereotipos restrictivos sobre la feminidad 
y la precariedad de los servicios de salud ofrecidos (Prada et al. 2011: 9). 
En este marco, vale la pena preguntarse por otro contexto que impacta de 
múltiples maneras en la vida de las mujeres colombianas y del cual no se 
han elaborado investigaciones que indaguen por su influencia en el acceso 
al servicio de la IVE: el conflicto armado. 

Respecto al tema del acceso a la IVE en zonas de conflicto armado 
hay poca información cuantitativa y cualitativa. No obstante, la impor-
tancia de caracterizar este fenómeno resulta crucial en, al menos, dos di-
mensiones. En primer lugar, dado que Colombia ha estado en conflicto 

cho a interrumpir el embarazo son: 1) cuando la vida o salud de la mujer 
embarazada corre peligro; 2) cuando el embarazo es producto de una vio-
lación, y 3) cuando el feto presenta malformaciones. Por fuera de estas 
tres causales, la interrupción voluntaria del embarazo es considerada un 
delito. 

	 2	 Marco legal que, además de la sentencia C-355, también se encuentra 
soportado en algunas sentencias de tutela posteriores tales como: T-171 y 
T-988 de 2007, T-209 y T-946 de 2008, T-009 y T-388 de 2009, T-585 de 
2010, T-841 y T-959 de 2011, T-532 de 2014.
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por más de cincuenta años, y que este afecta amplias zonas del país, no 
es posible pensar la implementación efectiva de la despenalización par-
cial del aborto sin preguntarse cómo la violencia relacionada con el con-
flicto afecta o no el acceso de las mujeres a la práctica de la interrupción 
del embarazo. En segundo lugar, aunque los efectos del conflicto armado 
han sido documentados profusamente en los últimos años en el país, hay 
muchos temas poco estudiados que son importantes para pensar políticas 
hacia el posconflicto. Uno de ellos es justamente cómo afecta este la au-
tonomía reproductiva de las mujeres, específicamente, la expresada en el 
acceso a la IVE. 

El objetivo central del presente texto es, justamente, contribuir al 
vacío de conocimiento sistematizado sobre el acceso de las mujeres al 
aborto despenalizado en zonas de conflicto armado. Durante la década 
de implementación de la sentencia no se han elaborado investigaciones 
que analicen de manera específica este problema. Los estudios, sin embar-
go, son centrales para identificar cómo opera la IVE en estos escenarios 
de conflicto y cuáles serían los retos del Estado frente a este panorama. 
Más que desarrollar un estudio detallado sobre el problema, el presente 
texto busca brindar un panorama general de la intersección entre IVE y 
conflicto armado, así como identificar aspectos para profundizar en fu-
turas investigaciones. Se trata, en ese sentido, de un estudio exploratorio 
que apunta a delinear rutas de investigación para el futuro, a partir de la 
identificación de elementos y problemas clave en la caracterización del 
fenómeno. A pesar de que la investigación sobre IVE en el conflicto arma-
do tendría necesariamente que pasar por el estudio de cómo las mujeres 
intrafilas acceden o no a este derecho, las dificultades metodológicas y de 
recolección de información sobre este asunto no nos permiten más que 
hacer algunas referencias breves al tema en este documento. Nos concen-
tramos en el estudio de las mujeres de la población civil, con la claridad de 
que el examen de las condiciones intrafilas es fundamental para la caracte-
rización de la IVE en el conflicto. 

Un marco conceptual útil en el momento de plantear el problema de 
investigación y caracterizar el contexto en el que se inscribe es el propor-
cionado por Michel Foucault y Roberto Esposito con el concepto de “bio-
política”. Siguiendo a estos autores, la biopolítica puede entenderse como 
“el poder de hacer vivir y dejar morir” (Foucault 2001: 218). Esto quiere 
decir que las sociedades operan a partir de mecanismos que controlan, 
regulan y disciplinan la vida, y determinan la muerte, de cara a consolidar 
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órdenes políticos y sociales concretos. Así, el control sobre la natalidad y 
la mortalidad, sobre la sexualidad y los mecanismos para disciplinar los 
cuerpos, son prácticas que atraviesan directamente la vida, que buscan de-
finirla y regularla para que se acomode a los roles y las posiciones sociales 
que un determinado orden defiende. Tal y como lo advierte Esposito, la 
biopolítica es el “gobierno político de la vida” (Esposito 2011: 26), esto 
es, la puesta en marcha de mecanismos que regulan y administran la vida 
en medio de órdenes políticos concretos. 

Esto último es particularmente importante para la definición de bio-
política, pues, de acuerdo con los autores, en la biopolítica está necesa-
riamente implicada la “biohistoria”: la vida, “lejos de reducirse a un mero 
calco natural, siempre está calificada históricamente” (Esposito 2011: 
50). La vida no puede entenderse como un proceso simple o meramente 
biológico y natural; por el contrario, está atrapada en la historia y en sus 
arreglos. En este sentido, los mecanismos de regulación y disciplina del 
cuerpo y de la vida se articulan en medio de relaciones históricas concre-
tas, adquieren sentido a través de ellas. Bajo esta perspectiva, el control 
sobre la vida y la muerte está, entonces, históricamente situado: cada so-
ciedad establece sus dispositivos de regulación sobre la vida, con el fin de 
mantener unos arreglos sociales precisos. 

A partir de este marco teórico, puede decirse que el objetivo que nos 
planteamos en el presente texto es caracterizar los arreglos sociales que re-
gulan la vida de las mujeres en el contexto del conflicto armado colombia-
no, con el propósito de identificar las posibles limitaciones y posibilidades 
de las mujeres, en ese escenario, de ejercer su autonomía reproductiva y, 
específicamente, de acceder a su derecho a la IVE. Los contextos de con-
flicto armado suponen biopolíticas concretas desde las que las relaciones 
de los sujetos con sus cuerpos y sus vidas se encuentran atravesadas por 
los órdenes establecidos por los actores armados. En esta dirección, la te-
sis central del texto indica que, por una parte, el conflicto armado colom-
biano profundiza y radicaliza las barreras que enfrentan las mujeres en ge-
neral para acceder a la IVE, y, por otro, las políticas sobre la vida impuestas 
por los actores armados con el fin de consolidar órdenes sociales precisos 
establecen unas barreras a la IVE propias del conflicto armado y no redu-
cibles a las limitaciones generales presentes en los contextos cotidianos. 

La exploración de las políticas de regulación sobre la vida y la muerte 
que operan en el conflicto supone prestar atención, no solo a la manera en 
que las diferentes biopolíticas imponen diversos tipos de regulaciones so-



13 Documentos Dejusticia 25

bre las vidas y los cuerpos de las mujeres, sino, en particular, a cómo dicho 
contexto de control hace unas vidas más vulnerables que otras. Tal y como 
lo indica Judith Butler, existen “formas radicalmente desiguales de distri-
bución global de la vulnerabilidad física” (Butler 2006: 56); no todos so-
mos vulnerables de la misma manera: hay cuerpos más vulnerables que 
otros y esa distinción depende de condiciones y desigualdades sociales 
y políticas concretas. Los regímenes de control sobre la vida y el cuerpo 
vulneran de manera diferenciada a hombres y mujeres en el conflicto y, al 
mismo tiempo, las mujeres también se ven afectadas de múltiples formas 
que dependen de su posición social concreta. En este contexto, la presen-
te investigación busca trazar un mapa general de vulnerabilidad de los 
cuerpos de las mujeres en lo que respecta a su acceso al derecho a la IVE 
en escenarios de conflicto armado. La idea es que este primer mapa sirva 
como guía para que, en futuras investigaciones, se profundice en cómo los 
mecanismos de biopolítica implementados en contextos de conflicto es-
tablecen gradaciones de vulnerabilidad sobre los cuerpos de las mujeres, 
las cuales se soportan sobre diferencias de clase, raza, etnia, entre otras. 

Dada la limitada información disponible, este es un estudio explo-
ratorio que se basa en entrevistas con expertos y personas que trabajan 
en organizaciones y entidades que tienen trabajo directo en las regiones y 
con las mujeres que desean acceder a la IVE.3 El texto no pretende estable-
cer generalizaciones o tesis definitivas, sino generar hipótesis fundadas en 
evidencia empírica proveniente de fuentes secundarias y entrevistas con 

	 3	 Se hicieron en total 19 entrevistas con 21 personas: 4 a entidades e 
instituciones públicas y 17 a personas con trayectoria de activismo en 
la sociedad civil o profesionales relacionados tanto con la defensa de los 
derechos de las mujeres, en particular los derechos sexuales y reproducti-
vos, como en algunos casos a prestadores de servicios de salud directos. 
La selección de la muestra de expertas y expertos se hizo por medio de 
una exploración inicial a partir del conocimiento previo de investigaciones 
y experiencia anterior en el campo. Las entrevistas iniciales tuvieron el fin 
de constatar que el tema objeto de investigación fuera relevante, pregun-
tar por la existencia de otras investigaciones, profundizar en elementos 
que ayudaran a precisar la hipótesis y delimitar la investigación, así como 
solicitar recomendaciones sobre otras personas de organizaciones socia-
les y entidades que trabajan en derechos sexuales y reproductivos, y a 
expertos y expertas en materia de IVE y el conflicto armado. En la solicitud 
de dichas recomendaciones se hizo especial énfasis en el trabajo directo 
en regiones afectadas por el conflicto armado y se buscó en particular 
obtener una muestra amplia de regiones para dar cuenta de las diversas 
realidades del conflicto armado que viven las mujeres.
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expertos en el terreno. La relevancia del estudio es, entonces, por un lado 
académica, en el sentido en que busca aportar conocimiento sistematiza-
do como un primer acercamiento al tema y proponer ámbitos para pro-
fundizar en futuras investigaciones. Pero, por otro lado, también pretende 
aportar bases y supuestos para servir como insumo en el momento en que 
se diseñen políticas públicas concretas en relación con la autonomía re-
productiva de las mujeres en el marco del posconflicto. 

El documento cuenta con cuatro secciones. En la primera, hacemos 
un balance de las investigaciones que se han realizado en temas afines al 
acceso a la IVE y el contexto de conflicto armado para identificar aportes 
de elementos relevantes para este estudio. Si bien estas investigaciones y 
documentos no analizan sistemáticamente lo que ocurre con la IVE en 
medio del conflicto, sí arrojan luces sobre cómo funcionaría esta, bien sea 
porque incluyen relatos específicos, o porque al dar cuenta de temas ge-
nerales permiten desarrollar hipótesis informadas sobre este tema espe-
cífico. Los conjuntos de investigaciones que han abordado temas afines 
al de la autonomía reproductiva en contextos de conflicto proporcionan 
herramientas analíticas y metodológicas importantes para acercarse al fe-
nómeno concreto de la IVE. 

En la siguiente sección del documento, describimos los elementos 
del contexto de conflicto armado que inciden en la construcción de la au-
tonomía reproductiva de las mujeres, resaltando dos temáticas principales 
a partir de las entrevistas y la literatura reseñada en el capítulo anterior. 
Primero, las restricciones propias del conflicto armado sobre la autono-
mía sexual de las mujeres. Y, segundo, la forma en que la oferta institucio-
nal es aún más precaria en zonas de conflicto y el acceso a salud más difícil.

Teniendo en cuenta lo anterior, la tercera parte explora el modo 
como se presenta el acceso a la IVE en zonas de conflicto armado, ligado 
al contexto general presentado en el aparte anterior. Por último, presenta-
mos las consideraciones finales, centradas en algunos temas para profun-
dizar en futuras investigaciones.
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Conflicto armado e IVE:  
la literatura para el caso colombiano
En Colombia no se han elaborado estudios que analicen de manera espe-
cífica y sistemática el acceso a la IVE en contextos de conflicto armado. 
Sin embargo, documentos e investigaciones que exploran temas afines son 
un marco de referencia obligado para identificar elementos centrales en 
la caracterización y delimitación del problema. En concreto, son tres los 
conjuntos bibliográficos que proporcionan herramientas analíticas útiles 
a la hora de examinar la IVE en medio del conflicto: en primer lugar, un 
conjunto de investigaciones se ha concentrado en estudiar la relación di-
recta que se establece entre las zonas del país con presencia estatal preca-
ria, la ocupación por parte de actores armados y el limitado acceso a los 
servicios de salud. En segundo lugar, otro grupo de estudios se ha dedi-
cado a examinar las modalidades de violencia operantes en el conflicto 
armado que recaen particularmente sobre los cuerpos y las vidas de las 
mujeres; estas investigaciones han tenido un énfasis especial sobre la vio-
lencia sexual, pero también han explorado otras formas de victimización, 
tales como el desplazamiento y la desaparición forzada. Finalmente, un 
conjunto de investigaciones ha identificado las barreras que limitan, en 
general, el acceso de las mujeres a la IVE  en el país. 

Estos tres grupos de referencias bibliográficas permiten, por un lado, 
caracterizar la manera como el contexto del conflicto armado impacta en 
la vida de las mujeres, limitando su acceso a los servicios proporcionados 
por el Estado y, por otro, identificar diversas fuentes de violencia y barre-
ras estructurales que no necesariamente tienen relación directa con el con-
flicto, pero que sí influyen en sus dinámicas y se convierten en obstáculos 
en el momento de acceder a la IVE. 

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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En lo que respecta al primer conjunto bibliográfico, los estudios realiza-
dos por Médicos Sin Fronteras (MSF) han mostrado que la precariedad 
de la presencia institucional en zonas de conflicto armado obstaculiza el 
ejercicio de la autonomía reproductiva de las mujeres. Por una parte, las 
investigaciones de MSF demuestran cómo en medio de conflictos arma-
dos la accesibilidad a los servicios más básicos de salud es sumamente 
precaria, no solo por la presencia constante de actores armados que regu-
lan los comportamientos y desplazamientos de las personas, sino por la 
falta de centros de salud especializados cercanos (Médicos Sin Fronteras 
2010). Es por esto que las investigaciones enfatizan en que una frágil ad-
ministración estatal no puede garantizar la ejecución e implementación 
de las políticas públicas de manera adecuada, incluyendo, por ejemplo, 
políticas destinadas a promover los derechos sexuales y reproductivos. 

Por otra parte, la presencia del sistema judicial es clave no solamen-
te para la protección de la población y la garantía de los derechos, sino 
también específicamente, para asegurar el acceso a la interrupción volun-
taria del embarazo. En principio, el sistema de salud es el encargado de 
garantizar la materialización del derecho a la IVE, pero dadas las múlti-
ples trabas institucionales y sociales que persisten en materia de salud, ha 
sido necesaria la intervención del sistema judicial (a través de mecanismos 
como la tutela) para proteger el acceso a los derechos reproductivos (Oli-
veiros y Guarnizo Sánchez 2014). Un estudio publicado por Dejusticia 
sobre el apartheid institucional en el territorio colombiano (García Villegas 
y Espinosa 2013), mide el desempeño de la justicia en los municipios del 
país.1 Esta investigación identifica una relación directa entre “la provisión 
de justicia y los niveles de violencia y criminalidad” (p. 46), por lo que, 
aquellas zonas de Colombia caracterizadas por la presencia constante de 
grupos armados, tienden a tener un desempeño de justicia bajo o muy 
bajo. La poca eficacia y presencia del sistema de justicia en zonas de ocu-
pación armada se convierte, entonces, en otro obstáculo para que las mu-
jeres puedan acceder a su derechos sexuales y reproductivos. 

De lo anterior, es posible concluir que el gran aporte de este primer 
conjunto de investigaciones en lo que se refiere a caracterizar el acceso a 
IVE en contextos de conflicto armado radica en evidenciar la relación en-
tre precariedad en administración pública, presencia de actores armados 

	 1	 Medido por la presencia de jueces por población y territorio, y la tasa de 
eficacia general de las instituciones jurídicas para cada municipio.
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y acceso al sistema de salud y a garantía de derechos. Este conjunto de 
trabajos enfatiza en que el problema de la intersección de estos tres facto-
res no es solamente un asunto de disponibilidad de los servicios, sino un 
problema que surge y se reproduce desde estructuras sociales desiguales 
que ubican a las mujeres en posiciones de vulnerabilidad. En efecto, según 
estas investigaciones, el conflicto armado no solo agudiza las dificultades 
para acceder a los servicios prestados por el Estado, sino, y sobre todo, 
refuerza los estereotipos de género que operan en la cotidianidad de las 
comunidades y que impactan en el servicio prestado en los centros de sa-
lud (Médicos Sin Fronteras 2010). 

El segundo grupo de trabajos examinado estudia las violencias del 
conflicto armado que recaen sobre las mujeres y la manera como estas li-
mitan el acceso a los derechos. Específicamente, estas investigaciones se 
centran en tres tipos de victimización hacia las mujeres en el contexto del 
conflicto: la violencia sexual, el desplazamiento y la desaparición forzada. 
En lo que se refiere a violencia sexual, Médicos Sin Fronteras realizó una 
encuesta que revela que “el 80 % de los sobrevivientes [de violencia se-
xual] no buscó ayuda en las estructuras de salud locales” (2014: 8). Esto 
se atribuye a tres causas principales: la falta de conocimiento sobre los 
procedimientos referidos a salud que se deben llevar a cabo en esos casos, 
la precaria cobertura de los centros de salud en las zonas y el hecho de que 
tomar acciones frente a la violencia sexual puede resultar peligroso para la 
vida en un contexto de prevalencia de los actores armados. 

Adicional a esto, los estudios de MSF y del Centro Nacional de Me-
moria Histórica (2013) afirman que el contexto sociocultural impone 
barreras significativas para el acceso a los derechos sexuales y reproducti-
vos: la estigmatización, la culpa, los entornos familiares y sociales hostiles, 
reproducen estereotipos de género que le ponen trabas al ejercicio de la 
autonomía de las mujeres. Finalmente, otro de los problemas identificado 
por estas investigaciones como central para el acceso a la IVE en casos de 
violencia sexual por cuenta del conflicto es el hecho de que no se conside-
ra a la violencia sexual como un asunto de urgencia médica que requiera 
de una atención especializada e inmediata. Muchas mujeres no saben cuá-
les son sus derechos en materia de salud después de haber sido víctimas de 
violencia sexual y, por esto, su acceso a la IVE es muy limitado (Médicos 
Sin Fronteras, 2014).

Las investigaciones sobre violencias hacia las mujeres en el conflicto 
también han resaltado la vulnerabilidad que recae sobre las mujeres des-
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plazadas. Human Rights Watch (2012), por ejemplo, realiza una investi-
gación sobre los obstáculos en acceso a salud y justicia y a los mecanismos 
de protección para mujeres desplazadas víctimas de violencia de género 
en Colombia. Aunque en este sentido Colombia cuenta con un marco 
jurídico robusto,2 en general estas herramientas de atención no se apli-
can adecuadamente y las víctimas no reciben la atención médica que por 
derecho les corresponde ni los responsables son llevados ante la justicia 
(Amnistía Internacional 2012; Mesa de seguimiento al Auto 092 de 2008 
anexo reservado 2013). Según las investigaciones sobre desplazamiento y 
género, las mujeres desplazadas deben recibir una atención diferencial en 
tanto “viven situaciones de especial vulnerabilidad, tales como limitacio-
nes en el acceso a servicios de salud, educación, alimentación, vivienda, 
generación de ingresos, entre otras” (Guzmán y Prieto 2013: 38).3 Algo 
similar ocurre en los casos en que un familiar cercano a la mujer, sea hijo o 
padre, es víctima de desaparición forzada, pues las mujeres se ven obliga-
das a cambiar de roles y a liderar procesos de búsqueda, ambos elementos 
que las ubican en posiciones de vulnerabilidad frente a los actores arma-
dos y que las involucran en contextos de inestabilidad que fomentan la 
vulneración de sus derechos y las restricciones al acceso a los servicios 
proporcionados por el Estado (Guzmán y Prieto 2013; Centro Nacional 
de Memoria Histórica 2013).4 

Los estudios acerca de las violencias que recaen sobre las mujeres 
en el marco del conflicto también proporcionan elementos para entender 
el ejercicio de la autonomía sexual y reproductiva de las mujeres a través 
del análisis de las dinámicas de operación de actores armados concretos 

	 2	 Marco jurídico soportado principalmente por el Auto 092 que exige la 
atención del Estado en la protección de los derechos de las mujeres des-
plazadas por el conflicto y en la Ley 1719 de 2014 que garantiza el acceso 
a la justicia a las víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto.

	 3	 Esto también se puede evidenciar en Acnur (2009). 
	 4	 Es importante mencionar que los hombres desplazados también son víc-

timas de vulnerabilidades específicas en razón de su género. El Informe 
Basta ya, por ejemplo, muestra cómo para los hombres campesinos es 
difícil adaptarse a las condiciones de vida y laborales de una ciudad en la 
que, generalmente, sus habilidades no son reconocidas ni valoradas so-
cialmente. Además, muchos se ven obligados a asumir roles para los que 
no están preparados, como cuidadores de los hijos y de la casa. Esto ge-
nera frustraciones y choques identitarios sobre los que también es preciso 
investigar para examinar los impactos diferenciados del conflicto (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2013). 



19 Documentos Dejusticia 25

(Centro Nacional de Memoria Histórica 2013; Campaña - Violaciones 
y otras violencias 2011; Médicos Sin Fronteras 2014; Fajardo y Valoyes 
2015; Guzmán y Prieto 2013). En estas investigaciones es posible identifi-
car elementos que permiten entender cómo operan las relaciones sociales 
y el control de la vida en las zonas de conflicto, y cómo esto impacta di-
rectamente sobre el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos. De 
igual manera, estos trabajos exploran las particularidades que distinguen 
los diversos contextos en los que opera el conflicto (ABColombia, Sisma 
Mujer y US Office on Colombia 2013; Coral 2010; Estrada, Ibarra y Sar-
miento 2003; Fajardo y Valoyes 2015; López 2009). Las investigaciones 
que forman parte de este conjunto bibliográfico se han concentrado en 
caracterizar las representaciones y prácticas vinculadas con el género que 
se promueven desde las estructuras de los grupos armados asentados en 
diversas zonas (López 2009; Castrillón 2014; Fajardo y Valoyes 2015). 

A este respecto, es posible encontrar estudios cualitativos y cuan-
titativos sobre el ejercicio de la autonomía sexual y reproductiva en las 
zonas de conflicto, los cuales dan cuenta de las diferentes modalidades de 
asentamiento de los actores armados. De los estudios de tipo cuantitativo 
se destaca la encuesta de prevalencia sobre violencia sexual en contra de 
las mujeres en el contexto del conflicto armado colombiano 2001-2009, 
publicada en el marco de la campaña Violaciones y otras violencias: saquen 
mi cuerpo de la guerra. La conclusión principal de este estudio indica que 
persiste la naturalización de la violencia sexual en los escenarios de con-
flicto armado; las violencias usadas por los actores armados, tales como 
la regulación de la vida social, los servicios domésticos forzados, el aco-
so sexual y la esterilización forzada no fueron inicialmente reconocidas 
como delitos por las víctimas. De acuerdo con el estudio, esto conduce a 
la reproducción y el mantenimiento de las restricciones en el ejercicio de 
los derechos por parte de las mujeres, ya que, al no ser consideradas como 
delitos o problemas, las agresiones sexuales no son denunciadas ni se to-
man acciones en materia de salud. 

Por su parte, los estudios con enfoque más cualitativo recogen los 
testimonios de las vivencias de las mujeres en el conflicto armado. Entre 
ellos se encuentra el informe Basta ya, del Centro Nacional de Memoria 
Histórica, y las investigaciones La verdad de las mujeres víctimas del conflicto 
armado en Colombia (Ruta Pacífica de las Mujeres 2013) y Hablan las so-
brevivientes de violencia sexual en Colombia (Amnistía Internacional 2011), 
trabajos que evidencian diferentes percepciones de las mujeres sobre el 
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conflicto, entre las que se incluye el hecho de que muchas de ellas consi-
deran que la presencia de los grupos armados constituye un obstáculo a 
la denuncia de los hechos de violencia sexual. En esta vía, la investigación 
Violaciones y otras violencias concluye que el 65 % de las mujeres entrevis-
tadas considera que la presencia de los actores armados en los municipios 
incrementa la violencia sexual en el espacio público, mientras que el 50 % 
considera lo mismo pero en el espacio privado (Campaña - Violaciones y 
otras violencias 2011).

El grupo de investigaciones que estudia las violencias ejercidas con-
tra las mujeres en el contexto del conflicto es, entonces, central analítica-
mente para pensar el acceso a la IVE, pues evidencia un problema básico 
referido a las restricciones a la autonomía reproductiva de las mujeres en 
contextos armados: los estudios muestran que el contexto sociocultural 
en el que están inmersas las mujeres —el cual define sus relaciones co-
tidianas con los actores armados— tiene un peso significativo en el de-
sarrollo del conflicto y en las dinámicas de regulación social usadas por 
estos para alcanzar la hegemonía sobre las zonas ocupadas. La violencia 
perpetrada sobre la vida y los cuerpos de las mujeres en contextos coti-
dianos “se presenta en todos los espacios de la vida de las mujeres, pero 
tiende a intensificarse en el contexto del conflicto armado” (Guzmán y 
Prieto 2013: 15). Factores como el miedo, las dificultades de acceso a los 
centros de salud por cuenta de la guerra, y la reproducción de estereotipos 
y prácticas asociadas al género, promovidos por los actores armados, son 
elementos propios del conflicto que constribuyen a regular y limitar la vida 
y los cuerpos de las mujeres, de cara a consolidar órdenes sociales precisos. 

Finalmente, un grupo de investigaciones se concentra en identifi-
car las barreras de acceso a la IVE en general. Esta literatura brinda una 
oportunidad para identificar elementos claves sobre la forma como opera 
la IVE en contextos de conflicto, a partir del examen de las limitaciones 
habituales a las que se enfrentan las mujeres que buscan acceder a este ser-
vicio. A este respecto, el libro Lejos del derecho. La interrupción voluntaria 
del embarazo en el Sistema General de Seguridad Social en Salud (Chaparro 
et al. 2013) recoge evidencia empírica que da cuenta de los obstáculos y 
las barreras de acceso a la IVE,5 con un énfasis particular en el análisis de 

	 5	 Este tema ya ha sido abordado por investigaciones previas. Ver por ejem-
plo: Dalén (2013); Díaz, Calderón, Romero, Prada y Barreto (2010); Prada 
et al. (2011); Women’s Link Worldwide (2012).
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las trabas impuestas desde el sistema de salud. Este estudio se concentra 
en identificar los trámites administrativos y médicos que anteceden a la 
práctica de la IVE y que se constituyen en barreras para acceder a ella. En 
esta dirección, los trabajos que apuntan a examinar barreras generales a la 
IVE también examinan la efectividad y el cumplimiento de la sentencia 
C-355/06. La principal conclusión en este sentido indica que, a pesar de 
contar con el diseño de un marco jurídico sólido, las trabas que estructu-
ran los contextos en los que este opera no permiten la aplicación efectiva 
de todas las protecciones y garantías que ofrece la sentencia. Las estadís-
ticas disponibles, a pesar de ser incompletas e inconsistentes, indican en 
todo caso que un alto número de mujeres no accede al procedimiento aco-
gido por la ley, sino que recurren a la clandestinidad para interrumpir sus 
embarazos (Prada et al. 2011).6

Los tres conjuntos bibliográficos identificados como analíticamente 
sugerentes en dirección a plantear el problema de investigación son, en-
tonces, útiles en la medida en que permiten caracterizar el contexto gene-
ral en el que se desenvuelven los procedimientos de IVE y las limitaciones 
concretas que enfrentan las mujeres que reclaman su derecho. Aunque 
ninguna de las investigaciones y documentos presentados en este capítulo 
analiza sistemáticamente lo que ocurre con la IVE en el marco del conflicto 
armado, sí arrojan luces sobre algunos elementos que intervienen en estos 
contextos hostiles y que definen la relación de las mujeres con el sistema 
de salud y con el acceso a los procedimientos para solicitar la interrupción 
voluntaria del embarazo. Los mecanismos de regulación sobre el cuerpo 
establecidos como parte de la instauración de órdenes armados precisos, 
el contexto sociocultural y los estereotipos de género que prevalecen en 
él, la precariedad de los sistemas de salud y su difícil acceso, son algunos 
de los factores que hacen del conflicto armado un espacio restrictivo que 
establece vulneraciones concretas sobre los cuerpos de las mujeres. 

A continuación, retomaremos la información ya presentada, con el 
fin de ponerla a dialogar con las entrevistas semiestructuradas realizadas 
a personas con conocimiento directo sobre el tema. El objetivo de la si-

	 6	 En relación con esto, es importante aclarar que las investigaciones cita-
das no proporcionan información que permita establecer cuáles de las IVE 
registradas pertenecen al contexto del conflicto armado. Este es un vacío 
que habría que suplir, pues dicha información resultaría central para la 
caracterización de los contextos de conflicto armado y de cómo se desa-
rrollan los procedimientos de IVE en ellos. 
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guiente sección es caracterizar el contexto del conflicto armado colom-
biano desde la perspectiva de las barreras que impone a las mujeres sobre 
su autonomía reproductiva. Son principalmente dos los elementos del 
contexto que influyen de manera más sistemática y significativa en las li-
mitaciones de las mujeres para decidir sobre sus propios cuerpos en el 
marco del conflicto: en primer lugar, los estrictos mecanismos de regula-
ción social impuestos por los actores armados como métodos para conso-
lidar su dominación sobre el territorio y, en segundo lugar, la precariedad 
institucional y el difícil acceso a la salud en las zonas ocupadas por actores 
armados. Caracterizaremos estos dos aspectos del contexto con base en la 
información proporcionada por las entrevistas y en la literatura reseñada 
en esta sección. Todo esto nos proporcionará las bases para, en la cuarta 
sección del texto, explorar de manera general las barreras a las que se en-
frentan las mujeres a la hora de acceder a la IVE en el conflicto armado. 

La autonomía reproductiva  
restringida en el conflicto armado
La autonomía sexual y reproductiva de las mujeres en zonas de conflicto 
está sometida a restricciones de diversa naturaleza. Además de las deriva-
das de la moral y la cultura de las regiones, existen unas restricciones pro-
pias de las dinámicas del conflicto, y de las necesidades y los discursos de 
los grupos armados que ejercen control sobre la vida social de las comu-
nidades. El conflicto armado despliega una serie de factores que generan 
mayores vulnerabilidades para las mujeres en el ejercicio de su autonomía 
reproductiva, los cuales se relacionan con las normas sociales y cultura-
les promovidas por los actores armados desde las que se estigmatiza a las 
mujeres que buscan decidir sobre sus propios cuerpos, en particular, en lo 
que concierne a la decisión de interrumpir el embarazo. Como vimos en 
la sección anterior, un conjunto de investigaciones ha mostrado que, en 
general, en Colombia persisten obstáculos para que las mujeres puedan 
ejercer libremente su autonomía reproductiva y acceder a sus derechos. 
Dichas barreras se insertan en las dinámicas propias del conflicto armado 
y, en este marco, adquieren sentidos diferentes que ubican a las mujeres 
en el centro de repertorios de violencia destinados a controlar los cuerpos 
y las vidas de los sujetos, con el fin de consolidar un determinado orden.

Las personas entrevistadas y las investigaciones reseñadas anterior-
mente enfatizan en los mecanismos usados por los actores armados para 
controlar a las poblaciones y consolidar su hegemonía en una región. Den-
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tro de este repertorio de acciones, hay unas violencias que recaen particu-
larmente sobre los cuerpos de las mujeres, desde las cuales se regulan sus 
comportamientos y su vida reproductiva y sexual. En lo que respecta a las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), las entrevistas 
señalan una ambigüedad central en la manera como este grupo armado 
ejerce control sobre el cuerpo femenino: si bien parecería que la guerrilla 
promueve espacios para el ejercicio de la autonomía reproductiva de las 
mujeres, en tanto que constantemente proporciona información y acceso 
a métodos anticonceptivos, en realidad el rango de autonomía aquí es su-
mamente estrecho, pues, en la mayoría de los casos, las mujeres son obli-
gadas a planificar y a abortar. 

Estas prácticas ocurren tanto dentro de las filas como en las comu-
nidades controladas. En las entrevistas realizadas por Luis Andrés Fajardo 
y Rosa Valoyes (2015) para la investigación sobre violencia sexual perpe-
trada por las FARC, las prácticas de anticoncepción obligatoria, esteriliza-
ción y abortos forzados aparecen como constantes en las modalidades de 
asentamiento de la guerrilla. En el informe de Memoria Histórica, Basta 
ya, se indica que en las FARC “…prevalece la planificación y el aborto 
forzado. Esta organización obliga a las niñas y jóvenes que integran sus 
filas a usar métodos anticonceptivos y, en caso de embarazo, el aborto for-
zado es común” (2013: 83). En esta misma vía, una persona entrevistada 
cuenta que, en algunas comunidades, cuando iba el personal médico del 
hospital público a hacer brigadas de salud, “…a las guerrilleras las lleva-
ban para hacerlas poner el dispositivo intrauterino, a hacerles poner la 
inyección, o cualquier método de esos. Las ponían en fila, es una orden 
del comandante”.7 En otros casos, como relatan algunas entrevistadas, 
en comunidades con fuerte control social de la guerrilla, esta organizaba 
brigadas de control de fertilidad con información para las mujeres: “ha-
cen brigadas de control de fertilidad, les explican a las mujeres, les dan la 
orientación”.8

Esto pone en evidencia la forma en que los actores armados, como 
parte de sus dinámicas de asentamiento y control territorial, imponen re-
gulaciones sobre el cuerpo de las mujeres, las cuales responden a estereo-
tipos y significados de género que reproducen violencias y desigualdades. 
Esto es especialmente evidente en el caso del control sobre la reproduc-

	 7	  Experto 13.
	 8	  Experta 9.
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ción ejercido por los paramilitares. Una experta relata, por ejemplo, cómo 
un frente paramilitar realizaba jornadas de esterilización forzada a las mu-
jeres de la comunidad. La razón dada por estos actores armados para lle-
var a cabo dichas prácticas se resume en lo siguiente: las mujeres “parían 
como puercas” y, por tanto, no merecían ser madres. Esta lógica muestra el 
modo en que los órdenes promovidos por los actores armados traen con-
sigo significados violentos y restrictivos sobre la feminidad, los cuales im-
pactan de manera directa en el ejercicio de la autonomía reproductiva de 
las mujeres. En últimas, prácticas como el aborto y la esterilización forza-
da se sostienen sobre estructuras de género que, al insertarse en las lógicas 
propias del conflicto, se convierten en herramientas funcionales para los 
actores armados en su objetivo de consolidar órdenes sociales precisos. 

Lo anterior se evidencia también en el caso de las FARC. Según la 
investigación de Fajardo y Valoyes, la práctica por parte de este grupo 
armado de abortos forzados y jornadas de esterilización forzada respon-
de a propósitos vinculados directamente con el contexto del conflicto: 
de acuerdo con las entrevistas realizadas por los autores a guerrilleras y 
desmovilizadas, los altos mandos de la guerrilla ordenaban estas prácti-
cas porque permitir embarazos dentro de las filas afectaba la eficacia del 
grupo. Así lo relata una entrevistada: “¿Se imaginan ustedes una guerrilla 
que tuviera que andar por montañas y selvas con el problema de una o 
varias mujeres encinta (sic)? Se pondría en riesgo la mujer y su niño, en 
primera instancia, y la seguridad de todo el colectivo” (2015: 70). En este 
testimonio se muestra cómo el control sobre los cuerpos de las mujeres 
en el marco del conflicto armado responde a los objetivos concretos de 
los actores armados en relación con el control de territorios y poblaciones. 

Lo anterior se puede advertir con mayor fuerza en un caso narrado 
por una entrevistada, en el que los métodos de ataque al cuerpo femeni-
no se convierten, no en estrategias de violencia aisladas, sino en meca-
nismos de claro control territorial e imposición de órdenes concretos. La 
entrevistada cuenta la historia de una comunidad con mucha población 
indígena en la cual una estrategia paramilitar fue un “blanqueamiento” de 
la zona, por medio de abortos y embarazos forzados: “…violar a las indí-
genas para blanquearlas. Hay un proveedor de aborto que obligaba a las 
mujeres indígenas a abortar cuando ese hijo era hijo de otro indígena o de 
un mulato o de un negro. No de un ‘para’ blanco”.9

	 9	 Experta 8.
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En este caso, los significados y las prácticas violentas asociadas al 
género se insertan directamente en los propósitos de un conflicto étnico 
promovido por los actores armados en el momento de imponer un orden 
social “blanco”, en el que “lo indígena” es relegado. El informe de Memo-
ria Histórica sobre mujeres y guerra hace un énfasis especial en el uso de 
la violencia sexual en medio de conflictos étnicos (Centro Nacional de 
Memoria Histórica 2011: 217). Allí se afirma que la dominación sobre el 
cuerpo de la mujer indígena es una estrategia recurrente en el marco de los 
conflictos armados, pues a partir de ella se ataca al enemigo-indígena y se 
consolida el poder sobre un territorio.10

En esta dirección, y siguiendo de cerca las reflexiones planteadas por 
Memoria Histórica, la violencia ejercida hacia los cuerpos de las mujeres 
en el contexto de conflicto armado “…no siempre se configura por ser 
explícitamente ordenada por la comandancia pero sí porque se ejecuta 
como parte inherente de repertorios de dominio o de acciones coordina-
das y planeadas por la comandancia” (Centro Nacional de Memoria His-
tórica 2011: 216). Los cuerpos de las mujeres, son, entonces, vistos por 
los actores armados, legales e ilegales, como objetos sobre los cuales se 
puede disponer libremente como forma de hacer daño a una comunidad 
y lograr el control social y territorial de ella (Guzmán y Prieto 2013). No 
se trata de una violencia sexual aislada del contexto del conflicto; todo lo 
contrario, sus dinámicas responden directamente a los objetivos de con-
trol de los actores armados. 

Estos repertorios de violencia desplegados por los actores armados 
para consolidar su poder se sostienen sobre una serie de prácticas coti-
dianas desde las cuales se establecen parámetros estrictos sobre el com-
portamiento de hombres y mujeres. El caso de San Onofre, en Sucre, es 
reseñado por Memoria Histórica como paradigmático a este respecto:

...el orden paramilitar instaurado en la jurisdicción de San 
Onofre implicó un modelo específico de ser mujer que produ-
jo arreglos de género tradicionales y patriarcales. Las mujeres 
debían acomodarse a lo que la cultura tradicional esperaría de 
ellas: debían restringirse al ámbito privado, a sus hogares, criar a 

	 10	 El caso de los ataques específicos hacia el cuerpo de la mujer indígena 
muestra la importancia de hacer análisis interseccionales de los impactos 
del conflicto armado sobre la vida de diferentes tipos de mujeres. En el 
caso concreto de barreras al acceso a la IVE en situaciones de conflicto, 
valdría la pena, por ejemplo, indagar aquellas que se presentan para las 
mujeres desplazadas e indígenas. 
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los hijos, cuidar la casa, ser disciplinadas y mostrarse respetuo-
sas de la autoridad masculina y paramilitar” (Centro Nacional 
de Memoria Histórica 2011: 83-84). 

Este caso evidencia cómo el despliegue de estrategias de domina-
ción por parte de los actores armados supone la inserción en las relaciones 
cotidianas de las comunidades y, con ello, la naturalización de la violencia 
al convertirse en un elemento frecuente y constantemente reproducido. 

Este fenómeno es identificado por el estudio “Colombia: mujeres, 
violencia sexual en el conflicto y el proceso de paz”, en el cual se define la 
regulación de la vida social de las mujeres en estos términos:

…el acto o conjunto de actos por los cuales, mediante el uso 
de la fuerza o amenaza de ella, se busca establecer patrones de 
comportamiento y conducta social. Entre los principales se en-
cuentran el control de la sexualidad y la regulación de la vida 
afectiva. Así por ejemplo, impedir que las mujeres usen cierta 
clase de vestidos so pena de ser castigadas, impedirles asistir a 
determinado tipo de eventos o de tener cierto tipo de relacio-
nes, establecer distintas formas de controles sobre los tiempos y 
los espacios de las víctimas, con el fin de regular, entre otros, los 
sistemas de relación social y sexual (ABColombia, Sisma Mujer, 
U.S. Office on Colombia 2013, s. 26).

Según las estimaciones, el 12 % de las mujeres en zonas de conflicto 
alguna vez fueron víctimas de esta modalidad de violación a la intimidad 
y la autodeterminación (ABColombia, Sisma Mujer, U.S. Office on Co-
lombia 2013). Este tipo de control limita las posibilidades de las muje-
res de poder disponer libremente de sus cuerpos y genera una violencia 
de género alrededor del control masculino sobre el cuerpo femenino sin 
que necesariamente sea por medio de violencia física directa. Con base en 
esto, es entonces posible pensar que en un contexto de conflicto la posibi-
lidad de construir y ejercer la autonomía reproductiva para las mujeres se 
ve circunscrita a una serie de restricciones. Las cargas morales y culturales, 
y los estigmas sociales que rodean la sexualidad femenina y determinan 
las condiciones para el ejercicio de la maternidad, son exacerbadas por 
las condiciones del conflicto armado y se involucran directamente en las 
lógicas de la guerra. La capacidad de las mujeres para tomar decisiones 
autónomas sobre su propia sexualidad y reproducción es aún menor en 
estos contextos pues están sometidas a las lógicas de los actores poderosos 
de las regiones, tanto legales como ilegales, y a las dinámicas de la guerra. 
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Estas situaciones aumentan las barreras de las mujeres víctimas del 
conflicto para acceder a los servicios proporcionados por el Estado y re-
fuerzan los estereotipos de género promovidos por los actores armados en 
sus mecanismos de regulación social, pues, en muchos casos, es debido a 
la estigmatización que recae sobre las mujeres que ellas guardan silencio 
y no acuden a las instancias estatales para hacer efectivos sus derechos. 

En relación con el acceso a los servicios, además del peso de las re-
gulaciones sociales de los actores armados sobre la vida y el cuerpo de 
las mujeres, también se han identificado una serie de factores estructura-
les relacionados con el acceso a la salud y a otras instituciones y servicios 
públicos en el marco del conflicto armado que inciden en el ejercicio de 
la autonomía reproductiva de las mujeres. En el informe “Colombia: mu-
jeres, violencia sexual en el conflicto y el proceso de paz”, se afirma que 
muchas mujeres no denuncian o no acuden al sistema de salud después de 
haber sufrido violencia sexual porque perciben la corrupción de las insti-
tuciones estatales, la intimidación hacia jueces o personas involucradas en 
los procesos, la complicidad entre los actores armados y los funcionarios 
del Estado, y la presencia constante de los actores armados y sus mecanis-
mos de regulación social, como elementos que no les brindan seguridad ni 
garantías (ABColombia, Sisma Mujer, U.S. Office on Colombia 2013). En 
este sentido, es posible pensar que el acceso a los servicios judiciales y de 
salud requeridos en estas situaciones se restringe fuertemente.

A esto se suman las múltiples instancias y procesos burocráticos a los 
que es remitida una mujer que denuncia violencia sexual y busca recibir 
apoyo judicial y médico sobre el caso: Sisma Mujer, ABColombia y U.S 
Office on Colombia recogen un caso en el que la mujer víctima “expe-
rimentó pasar de una organización a otra y tener que repetir su historia 
muchas veces: el Comité Internacional de la Cruz Roja, Profamilia, el hos-
pital, la oficina del Procurador General, la oficina de la Defensoría del Pue-
blo, etc.” (ABColombia, Sisma Mujer, U.S. Office on Colombia 2013: 13). 

Finalmente, si bien el acceso a servicios de salud es primordial para 
el ejercicio de la autonomía reproductiva de las mujeres en zonas de con-
flicto armado, no es el único factor estructural que influye. También es 
fundamental la presencia de otro tipo de instituciones, como las relativas a 
la administración del Estado, incluyendo las entidades del sistema judicial. 
Tal y como lo ha demostrado el estudio de Dejusticia escrito por Mauricio 
García y José Rafael Espinosa (2013), las zonas con precaria presencia 
institucional y con poca efectividad e implementación de políticas públi-
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cas son, al mismo tiempo, espacios dominados por actores armados. De 
acuerdo con este estudio, la correlación entre el índice de desempeño in-
tegral desarrollado por el Departamento Nacional de Planeación (DNP)11 
y el índice de ruralidad desarrollado por el Programa de las Naciones Uni-
das para el Desarrollo (PNUD)12 pone en evidencia que los municipios 
con un desempeño de justicia bajo o muy bajo tienden a coincidir con 
los que tienen un índice de desempeño integral bajo. Además, existe una 
correlación negativa significativa entre ruralidad y desempeño, es decir 
que a mayor ruralidad, se espera un menor desempeño integral. De ahí 
que sea posible pensar que las zonas rurales ocupadas por actores armados 
cuentan con un aparato institucional sumamente precario que no permite 
el acceso fácil y seguro al sistema de justicia, a las políticas públicas ni a las 
instituciones de salud. 

El ejercicio de la autonomía reproductiva de las mujeres es, de este 
modo, limitado por los estrictos órdenes sociales propios del conflicto 
armado. El cuerpo de la mujer no solo es regulado de manera violenta 
a través de códigos de conducta, vulneraciones directas o prescripciones 
sobre la sexualidad y la reproducción, sino que, además, se ve enfrentado 
a restricciones en el acceso a los servicios legales y de salud, derivadas del 
abandono institucional y de su conjunción con las lógicas inherentes al 
conflicto. En la siguiente sección, se examinará la forma en que este con-
texto hostil y restrictivo impacta concretamente en el acceso a la IVE. La 
idea es identificar algunas de las barreras a las que se enfrentan las mujeres 
en medio del conflicto armado para reclamar este derecho. 

La IVE en las zonas del conflicto
El objetivo de este capítulo es trazar un mapa de los principales obstáculos 
que enfrentan las mujeres a la hora de solicitar la IVE en medio del conflic-
to armado colombiano. Estas trabas se enmarcan en el contexto reseñado 
en la sección anterior y una de las hipótesis centrales del presente capí-
tulo a este respecto indica que, si bien existen algunas barreras comunes 

	 11	 Evalúa la gestión pública de los municipios y la toma de decisiones de 
política pública y de asignación de recursos con base en los resultados y la 
problemática local, por medio de cuatro componentes: eficacia, eficiencia, 
cumplimiento de requisitos legales y gestión administrativa y fiscal (García 
Villegas y Espinosa, 2013).

	 12	 Mide la ruralidad de los municipios a partir de la densidad de la población 
y de la distancia frente a ciudades de más de 100.000 habitantes (PNUD, 
2011).

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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para todas las mujeres que solicitan el procedimiento de IVE, el conflicto 
armado impone obstáculos adicionales y propios de un escenario en el 
que las regulaciones y violencias sobre los cuerpos de los sujetos se sos-
tienen sobre objetivos de dominación territorial concretos. Con el fin de 
defender esta hipótesis y enmarcarla en las discusiones teóricas y meto-
dológicas que se dan en el marco de las investigaciones sobre violencias 
contra las mujeres en el conflicto armado, en la primera parte de la sección 
se planteará el debate sobre el continuum de la violencia. Esta discusión 
resulta central porque proporciona un sustrato interpretativo a la hora de 
entender cómo las barreras para el acceso a la IVE están insertas en un 
contexto de conflicto armado que se rige por dinámicas opresivas propias 
que, al mismo tiempo, también forman parte de estructuras de desigual-
dad más amplias. En segundo lugar, y con base en lo anterior, realizaremos 
un mapa de los obstáculos generales a los que se enfrentan las mujeres en 
el momento de solicitar el servicio de IVE y que se agudizan en el marco 
del conflicto y de las limitaciones propias de los contextos armados para 
solicitar el procedimiento de la interrupción voluntaria del embarazo. 

El continuum de la violencia y el conflicto armado 
Las investigaciones sobre violencias contra las mujeres en el marco del 
conflicto armado colombiano, en general, han adoptado dos giros teóricos 
y metodológicos distintos: por un lado, un grupo de trabajos se articula 
desde el supuesto de que el conflicto se define por su continuidad con las 
estructuras violentas y desiguales que persisten en contextos cotidianos. 
La diferencia entre un escenario de conflicto armado y uno cotidiano ra-
dica, aquí, en que en el primero la violencia cotidiana se intensifica.13 Por 
otro lado, otras investigaciones defienden que, más que un continuum de 
violencia, el conflicto armado se caracteriza por tener sus propias lógicas 
de opresión, las cuales no necesariamente se reducen a las estructuras de 
desigualdad previas.14 

La tesis sobre el continuum de la violencia apunta a señalar que las 
dinámicas del conflicto armado nacen, se reproducen y se sostienen sobre 
estructuras de género de larga duración que, en medio de contextos abso-

	 13	 Trabajos como los siguientes forman parte de esta corriente: Barraza 
(2009), Médicos Sin Fronteras (2014).

	 14	 El trabajo más representativo en esta dirección es el artículo escrito por 
Lina Céspedes, Nina Chaparro y Soraya Estefan (2014), titulado “Metodo-
logías en el estudio de la violencia sexual en el marco del conflicto armado 
colombiano”. 

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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lutamente restrictivos, tienden a radicalizarse y a adoptar formas aún más 
violentas. Desde esta perspectiva, las modalidades de violencia ejercidas 
por los diferentes actores armados están insertas y siguen las lógicas pre-
sentes en los contextos cotidianos, con la diferencia fundamental de que, 
en el conflicto armado, la impunidad y el poder ejercido por los armados 
suponen la casi absoluta libertad de estos para ejercer la violencia de ma-
nera irrestricta. De acuerdo con estos estudios, en muchos casos, es difícil 
determinar cuándo una violencia pertenece propiamente al conflicto ar-
mado: los límites que separan las lógicas propias del conflicto de aquellas 
producidas en contextos cotidianos son difusos y, por tanto, resulta meto-
dológicamente más operativo recurrir a la tesis del continuum de violen-
cia a la hora de examinar violencias perpetradas por los actores armados. 
El reconocimiento del continuum de violencia permite, entonces, captar 
las estructuras de desigualdad que posibilitan que la violencia se ejerza de 
la manera como se ejerce y examinar las diferentes intensidades que esta 
adopta en escenarios diversos.

Por su parte, quienes critican el supuesto de la continuidad de la vio-
lencia afirman que, si bien identificar continuidades en las estructuras de 
violencia es una herramienta útil para explicar y predecir las violencias 
que enfrentan las mujeres en los conflictos armados, defender esta tesis 
de manera radical puede redundar en el oscurecimiento de ciertas diná-
micas propias de los conflictos armados que no se agotan en las estructu-
ras de violencia preexistentes. La crítica se dirige, particularmente, a tres 
aspectos que la tesis del continuum desconoce: “1) el cambio de contex-
tos; 2) la presencia de circunstancias anormales y 3) la posibilidad de que 
un hecho delictivo en contra de una mujer se enmarque en un propósito 
más amplio perseguido por el grupo armado que la simple violencia de 
género” (Céspedes, Chaparro y Estefan 2014: 30). Según esta perspec-
tiva, las violencias del conficto armado no se agotan en las estructuras de 
desigualdad previas y cotidianas, sino que se rigen por sus propios órde-
nes y se enmarcan en el propósito claro de consolidar la hegemonía sobre 
un territorio. 

En el caso específico del acceso a la IVE en contextos de conflicto 
armado, ambas posturas pueden ser funcionales, pues, por una parte, algu-
nas limitaciones que las mujeres encuentran en escenarios cotidianos para 
acceder al procedimiento se mantienen en el marco del conflicto armado y 
se agudizan, pero, por otra parte, el conflicto impone barreras particulares 
que responden directamente a las relaciones sociales que se crean en ese 
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escenario concreto. Una investigación de Dejusticia publicada en el 2013, 
proporciona herramientas al respecto; de acuerdo con ella, la violencia 
hacia las mujeres en razón de su posición en la estructura de género “se 
presenta en todos los espacios de la vida de las mujeres, pero tiende a in-
tensificarse en el contexto del conflicto armado” (Guzmán y Prieto 2013: 
15). Sin embargo, según este estudio, además de radicalizarse, el conflicto 
armado también promueve sus propios regímenes de violencia: “se produ-
ce una militarización del territorio, que no siempre favorece el acceso a la 
justicia por parte de la comunidad”. De igual manera, “a través del control 
de los cuerpos de las mujeres (pautas de comportamiento, control sobre 
la sexualidad, natalidad, etc.) y de repertorios de violencia sexual, los ac-
tores armados (tanto oficiales como ilegales) logran controlar territorios 
y comunidades amedrentadas” (pp. 66-67). Con base en estos supuestos, 
las siguientes secciones del capítulo se concentrarán en identificar cuáles 
son las barreras al acceso a la IVE en general que se ven radicalizadas en el 
marco del conflicto, para luego examinar los obstáculos específicos que el 
conflicto impone. 

Barreras generales a la IVE 

que se agudizan en el conflicto armado 

Barreras relacionadas con estigmas sociales

En general, persisten una serie de barreras culturales que se refieren, so-
bre todo, a los factores sociales, familiares e institucionales que le asignan 
posiciones y significados sociales a mujeres y hombres, en virtud de los 
cuales el aborto es visto como una práctica moralmente reprobable y no 
como un asunto de derechos y autonomía reproductiva. Este fenómeno 
se ha caracterizado, principalmente, a partir del concepto de “estigma”. 
De acuerdo con este, el estigma en relación con el aborto se define como 
“un atributo negativo asignado a las mujeres que buscan terminar un em-
barazo que las marca interna y externamente como inferiores al ideal de 
mujer” (Zamberlin 2015: 174-175). Según Nina Zamberlin, sobre las mu-
jeres que deciden interrumpir el embarazo recae un estigma porque no 
cumplen con las expectativas sociales en tres sentidos: 1) rompen con la 
idea de que la sexualidad femenina se define por su función reproductiva; 
2) cuestionan la visión que piensa en la maternidad como un destino in-
alienable, y 3) ponen en duda el presunto instinto natural de las mujeres 
hacia el cuidado de los otros vulnerables (p. 175). 

VOLVER A LA TABLA DE CONTENIDO
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En relación con esto, una de las entrevistadas explica cómo las 
fuertes regulaciones impuestas por la penetración religiosa en ciertas 
zonas, promueven la estigmatización hacia las mujeres que no actúan bajo 
los modelos que definen a la maternidad como un atributo inherente a la 
condición femenina. La combinación de varios factores, como el hecho 
de ser municipios alejados, con difícil acceso a información proveniente 
de una diversidad de fuentes, y las vulneraciones que ha sufrido la 
comunidad a raíz del conflicto armado, las hacen escenarios propicios 
para la proliferación de distintos movimientos religiosos. El informe Basta 
ya señala la importancia que adquiere el consuelo religioso para fortalecer 
la cohesión social y para garantizar el apoyo espiritual, la sensación de 
comunidad y la seguridad de una justicia divina, llenando el vacío dejado 
por la debilidad de la institucionalidad pública y por la incursión de los 
actores armados con sus repertorios de violencia (Centro Nacional de 
Memoria Histórica 2013). La influencia de los grupos religiosos en las 
comunidades víctimas del conflicto es relatada por una entrevistada de la 
siguiente manera:

Un monopolio espiritual de los cristianos y de los evangélicos. 
Es una cosa espantosa. Como la gente está sola, como la gente 
está mal, como la gente está afectada y como la gente no tiene 
dónde acudir para buscar ayuda emocional. Todas estas iglesias 
cristianas y evangélicas y esas cosas les brindan un lugar de reu-
nión, una red de apoyo. Entonces ya son la comunidad, los de la 
iglesia. Además hay un pastor que dirige esto, que las escucha, 
que las entiende, con el que pueden hablar. Y lo otro es que les 
promete y les garantiza la justicia divina.15

Dicha presencia religiosa viene también con un control social muy 
fuerte que circunscribe la libertad sexual, en particular de las mujeres. 
El control social y los juicios de valor sobre las mujeres cuya sexualidad, 
voluntaria o involuntariamente, no se ajusta a las normas sociales, no es 
propio de la religión; no obstante, la religión lo puede reforzar y justificar. 
En este sentido, la historiadora Lola G. Luna, en el libro Los movimientos 
de mujeres en América Latina y la renovación de la historia política, describe: 
“La iglesia había sido una institución clave desde la conquista en la rede-
finición del patriarcado americano, apropiándose de los derechos repro-

	 15	 Experta 10.
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ductivos de las mujeres y de sus decisiones a través de mitos fundamenta-
dos en María, virgen y madre” (2003, p. 59).

Esta ideología, catalogada por Luna como maternalismo, es descrita 
como una sobrevaloración de la maternidad, reconociendo a las mujeres 
por su capacidad de reproducción por encima de cualquier otra función 
social. De este modo, permite reforzar imaginarios culturales con fondo 
religioso que ubican a la mujer-madre en primer plano por encima de las 
otras posibilidades de las mujeres de construirse como sujetos.16 Puede 
pensarse, entonces, que es posible que estas concepciones sobre el cuerpo 
de la mujer y sobre la maternidad se traduzcan en obstáculos para el acce-
so a la IVE, dado el significado negativo que se asociaría con la decisión de 
una mujer de no ser madre. 

En virtud de este contexto, el tema de derechos sexuales y reproduc-
tivos (con particular énfasis en la IVE) se encuentra rodeado por un silen-
cio estructural que se fundamenta en un estigma cultural frente al mismo. 
Una de las expertas entrevistada menciona con frecuencia las dificultades 
que tienen las mujeres de siquiera pensar en la posibilidad de realizar un 
aborto al enfrentarse con la situación de un embarazo no deseado:

Todavía hay mucho prejuicio religioso en torno al aborto, inclu-
so si han sido violadas. Si han sido violadas, no quieren el em-
barazo y no quieren tener esos hijos, pero eso no implica que 
tomen la decisión de abortar porque el aborto es malo. El aborto 
es pecado, si una mujer aborta algo malo le va a pasar a ella.17 

De este modo, el estigma frente al aborto se torna un obstáculo más 
difícil en contextos rurales y de comunidades cerradas en donde el control 
social es fuerte. Los escenarios de conflicto armado son particularmente 
susceptibles frente a estas características: es posible afirmar que las nor-
mas y el control social fuerte en una zona de conflicto circunscribe la vida 
afectiva y la sexualidad femenina, en particular, en lo que se refiere a la 

	 16	 A este respecto, ahondar en el examen de cómo la presencia religiosa im-
pacta en los contextos de conflicto, y, específicamente, en la regulación de 
la vida de las mujeres, es una ruta de investigación futura de central im-
portancia para el estudio de la autonomía reproductiva de las mujeres en 
los contextos de conflicto armado. Para ello, una investigación en campo 
debería ser sensible a las diferencias entre las distintas formas de pensar 
en la función de la Iglesia y de cómo esos matices también establecen 
impactos diversos sobre la vida de las mujeres. 

	 17	 Experta 10.
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interrupción voluntaria del embarazo, y prescribe las formas y las situacio-
nes en las cuales se puede o no acceder a ella.

Esta situación se agrava aún más cuando los prejuicios frente a la IVE 
son reproducidos por la familia y el círculo social al que pertenecen las 
mujeres. La investigación de Dejusticia pone en evidencia el gran peso 
que tiene la influencia de “quienes conforman la red social de quien piensa 
acceder a la IVE, esto es, de las personas del entorno con quienes la mu-
jer mantiene alguna relación —familiar, sentimental, de trabajo o estudio, 
comunitaria, etc.—” (Chaparro et al. 2013: 64). Estos entornos sociales 
inclinan —aunque no necesariamente determinan— a las mujeres a acce-
der o no al procedimiento y, finalmente, posibilitan o limitan su capacidad 
de acción en este sentido, ya que pueden perfilar el conocimiento o los 
prejucios con los que las mujeres se van a acercar al mismo. Los resultados 
de las entrevistas realizadas como parte de esta investigación de 2013, in-
dican que la familia de las mujeres se puede convertir en barrera en tanto 
que “aconseja y en algunas ocasiones prohíbe a la mujer acudir a su EPS 
para solicitar una IVE” (p. 65). En particular, las entrevistas ponen un én-
fasis especial en el hecho de que, muchas veces, la opinión del esposo de la 
mujer es la que tiende a tener un peso más significativo en la decisión de 
acceder o no a la IVE. Para futuras investigaciones, resultaría fundamental 
ahondar en cómo operan estas restricciones familiares en el contexto del 
conflicto armado. 

Finalmente, los médicos o el personal de salud en general que se en-
cargan de las diferentes etapas de los procedimientos de la IVE, también 
reiteran estereotipos restrictivos sobre la autonomía reproductiva de las 
mujeres. Las expertas entrevistadas señalan cómo las percepciones que 
los médicos tienen sobre las mujeres que provienen de contextos con pre-
sencia de actores armados impactan en su disposición para llevar a cabo el 
procedimiento de la IVE:18

	 18	 Aquí vale la pena señalar que una de las entrevistadas, que ha acompaña-
do a muchas mujeres víctimas del conflicto armado, afirmó que el mismo 
contexto del conflicto en algunos sentidos puede generar una cierta favo-
rabilidad para la mujer, pues hay una mayor aceptabilidad institucional 
frente a estos casos: “Incluso en algunos casos hemos encontrado una 
respuesta institucional mucho más rápida y fácil a IVE de mujeres que 
vienen del conflicto armado, que mujeres que tienen problemas de salud 
mental. Porque el conflicto armado es un argumento más fuerte. Entonces 
el hospital dice ‘sí, claro, el conflicto armado, fue víctima de violación’. La 
mujer que llega con su certificado de psicólogo, de psiquiatra, que tiene 
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El tema de los médicos. Las mujeres que son víctimas del con-
flicto armado también tienen una resistencia adicional porque 
siempre piensan “si usted tuvo este problema, algo tiene que es-
conder. Si fue víctima del conflicto tiene que haber estado meti-
da en algo raro”. Entonces las juzgan mucho, tal vez un poco más 
de lo que juzgarían a una mujer en otro contexto. Por ejemplo, 
empiezan a decirles ¿usted no era guerrillera, o no era de algún 
grupo armado, o usted que estaba haciendo?19 

Con base en lo anterior, otro de los obstáculos identificado por la 
literatura y por las personas entrevistadas está relacionado con las dificul-
tades que imponen los mismos médicos encargados de realizar el proce-
dimiento. Por ejemplo,

...en los casos en los que se solicita la IVE por salud mental, con-
sideran que la afectación de orden psicológico no es un criterio 
suficiente para justificar la interrupción del embarazo pues se 
trata de una categoría amplia que permite la inclusión de todo 
tipo de “caprichos” de las mujeres que la invocan (Chaparro et 
al. 2013: 83). 

De igual manera, la credibilidad de las mujeres que solicitan la IVE 
por haber sido víctimas de violencia sexual también es cuestionada y se les 
solicitan una serie de procedimientos adicionales que no se requieren a la 
hora de pedir la IVE. 

En este sentido, si la mujer logra superar los prejuicios de la comu-
nidad y la familia, muchas veces se enfrenta con obstáculos dentro de las 
instituciones de salud, derivados de prejuicios y materializados en acti-
tudes discriminatorias y maltrato. Una experta entrevistada, por ejemplo, 

problemas de salud mental, ¡no, que rollo para que la atiendan! […] En 
las causales de la Corte puede ser hasta más clara incluso la violencia 
sexual en el conflicto armado para las instituciones prestadoras de salud, 
de alguna manera. Es más creíble, es más denigrante. Yo no sé hasta qué 
punto más en el trasfondo están también todos esos imaginarios sociales 
de que ellos son los malos” (Experta 11). Sin embargo, otras entrevistadas 
muestran que, si bien esta hipótesis es plausible, los obstáculos gene-
ralizados que persisten para el acceso a la IVE, no hacen que sea fácil 
el acceso al servicio, incluso en la causal de violencia sexual por cuenta 
del conflicto. Para futuras investigaciones, valdría la pena caracterizar con 
mayor cuidado este panorama de posibilidades y limitaciones de la IVE 
cuando se trata de violencia sexual perpetrada por actores armados. 

	 19	 Experta 7.
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relata cómo ha tenido casos en los que el personal de salud ha puesto el 
feto abortado en la orilla de la cama de las mujeres que se han realizado 
una IVE o les entregan a las mujeres el certificado de defunción del feto, 
con una clara intención de generar culpa y estigmatización.20

El desconocimiento
El desconocimiento generalizado por parte de las mujeres y sus círculos 
sociales sobre los derechos sexuales y reproductivos, y sobre la forma de 
acceder a ellos, es identificado por las expertas entrevistadas como una 
barrera para la IVE que se agudiza en el marco del conflicto armado. Se 
presenta tanto frente a la salud reproductiva —es decir sobre el ciclo re-
productivo y las formas de protegerse contra embarazos no deseados— 
como también sobre los derechos: “Las mujeres no tienen idea sobre los 
derechos a los que pueden acceder […] Si no existen nociones mínimas 
sobre el derecho a la salud, sobre la IVE las posibilidades de que tengan 
alguna información es mínima (sic)”.21

El desconocimiento en el contexto de conflicto armado opera en va-
rios niveles. Por un lado, la debilidad institucional, exacerbada en zonas de 
conflicto, genera falta de acceso tanto a servicios de salud como a progra-
mas de políticas públicas con componentes de información sobre dere-
chos sexuales y reproductivos. Esto también incide en las y los prestadores 
de servicios de salud, pues muchas de las entrevistadas coinciden en que 
el desconocimiento es amplio entre dicho grupo también. Una experta 
que trabaja en la prestación de servicios de salud en zonas de conflicto 
armado comentó que algunas personas funcionarias del sistema de salud 
no tienen conocimiento del anticonceptivo de emergencia. Tal descono-
cimiento es particularmente grave en contextos de conflicto en donde la 
incidencia de violencia sexual es altísima.

Adicionalmente, las posibilidades de buscar información por me-
dios propios son limitadas. El acceso a medios de comunicación, en 
particular medios digitales, es precario. La conectividad es baja, con una 
brecha grande tanto entre estratos como entre zonas urbanas y rurales.22 
A pesar de que en las zonas urbanas también existen diversos obstáculos 

	 20	 Experta 12.
	 21	 Experta 3 y experta 4.
	 22	 El porcentaje de la población en zonas urbanas que utiliza Internet es 

de 62 %, mientras que la cifra correspondiente en zonas rurales es de 
solamente 38 % (Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones 2013).
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para acceder a la información, es posible pensar que las áreas afectadas 
por el conflicto armado están sujetas a restricciones aún mayores, dado el 
control social impuesto por los actores armados y la falta de recursos y de 
presencia estatal reflejada en las dificultades para que la información y las 
políticas públicas lleguen a las comunidades. 

Las creencias de los funcionarios de las instituciones de salud tam-
bién evidencian cómo el desconocimiento se traduce en falta de prepa-
ración para llevar a cabo los procedimientos de IVE: según el libro Lejos 
del derecho, los médicos y funcionarios de las IPS temen que si divulgan y 
llevan a cabo abiertamente el procedimiento de IVE, pueden ser suscep-
tibles de recibir algún tipo de sansión disciplinar (Chaparro et al. 2013: 
68). Paralelamente, también persiste una creencia generalizada tanto de 
los miembros de las instituciones de salud, como de los habitantes de 
las comunidades, según la cual todos los procedimientos de IVE son al-
tamente peligrosos y deben remitirse a IPS que presten servicios de alta 
complejidad (Chaparro et al. 2013). Si bien dos de los procedimientos de 
IVE disponibles en el POS están catalogados en niveles de complejidad 
II23 y III24, el POS también incluye el medicamento Misoprostol desde 
2012. El Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos 
(Invima) estableció en el 2007 que este medicamento se puede usar para 
casos de IVE y constituye una alternativa más sencilla y económica, pues 
puede ser suministrado incluso por proveedores de salud de nivel medio, 
tales como profesionales de enfermería, funcionarios clínicos, auxiliares 
médicos, etc. (Dalén, Guzmán, y Molano, 2013). 

Sin embargo, el método preferido por los médicos para la realiza-
ción del aborto legal es la dilatación y el curetaje (como se puede advertir 
en la gráfica), catalogado en el nivel de complejidad III. La práctica gene-
ralizada de este método anticuado, invasivo, costoso y no recomendado 
por la Organización Mundial de la Salud (OMS), contribuye a mantener 
y reforzar la creencia según la cual la IVE es un procedimiento complejo, 
riesgoso y que requiere de IPS con disponibilidad de un equipo técnico 
altamente especializado. Es posible pensar que, en el marco del conflicto 
armado, estas barreras se profundizan, ya que el acceso a la información 

	 23	 Aspiración al vacío de útero para terminación del embarazo, código CUPS 
695101 (Dalén, Guzmán y Molano 2013).	

	 24	 Dilatación y legrado para terminación del embarazo, código CUPS 750201 
(Dalén, Guzmán y Molano 2013).
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FUENTE: elaboración propia a partir de Prada, Maddow-Zimet y Juárez (2014)

tiende a estar más restringido y el impacto de las políticas públicas rela-
cionadas con los derechos sexuales y reproductivos es aún más limitado. 
Barreras impuestas por el sistema de salud
Una de las principales barreras en lo que respecta al funcionamiento del 
sistema de salud y a su capacidad para prestar el servicio de interrupción 
voluntaria del embarazo es el hecho de que no todas las IPS cuentan con el 
equipo requerido para esta práctica. Adicional a esto, la falta de prestación 
de procedimientos y medicamentos disponibles en el POS e indicados 
para la IVE en niveles de complejidad bajos constituye otro obstáculo que 
tiende a ratificar aún más la creencia que vincula necesariamente a la IVE 
con procedimientos complejos y riesgosos (Dalén, Guzmán y Molano, 
2013). 

A esto se suma el hecho de que los procedimientos más utilizados 
por los médicos —la dilatación y curetaje y la aspiración manual endoute-
rina (AMEU)— requieren hospitalización y cuidados posaborto, y en el 
caso específico de la AMEU, a fines de 2007 solamente el 11 % de las ins-
tituciones de salud que proveen atención posaborto o que realizan proce-

GRÁFICA 1  
Distribuciones porcentuales de IVE por método según el tipo 
de institución en 2011*
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dimientos de interrupción del embarazo tenía equipo de AMEU (Prada, 
Maddow-Zimet y Juárez 2014). Dada la precariedad de los centros de sa-
lud en zonas con presencia de actores armados, es difícil imaginar que en 
estos escenarios sea posible el acceso a los equipos especializados reque-
ridos para los procedimientos y, menos aún, que los cuidados posaborto 
sean garantizados de manera eficaz. 

Justamente, con respecto a esto último, una de las entrevistadas que 
trabaja en una entidad prestadora de servicios de salud en diferentes regio-
nes del país, enfatiza el hecho de que en las zonas de Colombia impactadas 
por el conflicto armado no hay presencia estatal. De acuerdo con ella, la 
organización para la que trabaja suple muchos de los servicios de salud 
que debería proporcionar el Estado, dada la precariedad institucional pre-
sente en las zonas de conflicto: “de lo que se trata es de llevar acceso y 
servir de puente entre las capacidades locales que son algunos particulares 
que ayudan, porque no hay Estado para nada, no hay institucionalidad”.25 
Esta situación es caracterizada en la investigación Derecho al Estado, en 
la cual se evidencia la precariedad institucional en los escenarios de con-
flicto armado y la dificultad para acceder a la salud y al sistema judicial en 
razón de esta (García Villegas y Espinosa 2013). Puede pensarse que esta 
situación incide directamente en la posibilidad de acceder a una IVE de 
manera oportuna, tanto por la falta de instalaciones de servicios de salud 
adecuados y por la falta de personal médico entrenado en ellas, como por 
el desconocimiento por parte de funcionarios y de las propias mujeres de 
los diferentes métodos de IVE.

En esta misma vía, la disponibilidad de servicios de salud reproduc-
tiva en el país es baja, en particular, en lo que concierne a aquellas insti-
tuciones de salud que ofrecen servicios de IVE. Según el estudio del Ins-
tituto Guttmacher, en 2008 solamente el 11 % del total de las IPS con la 
capacidad de ofrecer servicios de IVE, los ofrecieron (Prada et al. 2011), 
y la mayoría de los servicios ofrecidos se proporcionó en las ciudades 
grandes (Chaparro et al. 2013; Prada et al. 2011). Esta situación genera 
impactos desproporcionados para las mujeres en zonas de conflicto. Por 
ejemplo, el hecho de que haya poca disponibilidad de servicios de salud 
en las áreas ocupadas por actores armados, y que además de esto, en su 
mayoría, los centros médicos existentes no ofrecen el servicio de IVE, así 
como otras atenciones a la salud sexual y reproductiva, constituye una ba-

	 25	  Experta 5.
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rrera en sí misma. En palabras de una entrevistada: “Incluso si sabes que 
[la IVE] es legal, ¿a dónde vas?”26

Por otro lado, una entrevistada cuenta que la ausencia de institucio-
nalidad ha significado, para algunas zonas de Colombia, el monopolio de 
los actores armados sobre los servicios que prestaría el Estado. Por ejem-
plo, señala que muchas mujeres han tenido acceso a la IVE en zonas de 
conflicto, no solo a través de las organizaciones particulares encargadas de 
suministrar atención en salud, sino

...con las FARC que es la que atiende a la población en salud. 
Ellos brindan el servicio de salud y uno de estos servicios es la 
interrupción del embarazo; pero ahí se pregunta ¿con qué lo ha-
cen? Lo que hacían era legrado uterino y por ellos las mujeres 
podían acceder al servicio de alguna manera. No había diferen-
cia entre las mujeres de las filas y la sociedad civil.27 

De acuerdo con la entrevistada, las FARC reemplazan al Estado en 
las zonas de su asentamiento: “Las FARC tienen sus propios hospitales 
y sistema de salud, ellos no se acercan a particulares para pedir atención, 
pues tienen sus propios servicios, donde atienden a su población y hacen 
campañas de salud donde promueven todo (salud sexual, odontología, 
cirugía, etc.)”.28 Aunque esto puede pensarse, en principio, no como una 
barrera, sino como una posibilidad para que las mujeres accedan a la IVE, 
este caso relatado por la entrevistada muestra la manera en que, como 
parte de sus repertorios de dominación, los actores armados pueden su-
plir las funciones que el Estado descuida y, en esta dirección, el acceso a 
los servicios de salud y de justicia se encuentra apresado en las lógicas de 
control social promovidas por estos, por lo que el derecho se ve sujeto a la 
voluntad de los mismos.29

	 26	 Experta 8.
	 27	 Experta 5.
	 28	 Experta 5.
	 29	 El testimonio de la entrevistada plantea varias rutas de investigación que 

tendrían que abordarse en el futuro para entender las complejidades de la 
intersección entre IVE y conflicto armado. Valdría la pena profundizar, por 
ejemplo, en cuáles son las relaciones que se establecen entre las FARC 
y las mujeres de la población civil a la hora de acceder al servicio de la 
IVE. También habría que investigar y caracterizar cuáles son las particula-
ridades regionales y por asentamiento de grupos armados y cómo estas 
impactan en el acceso a la IVE. De igual manera, es fundamental abordar 
el problema de IVE y mujeres intrafilas. 
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También es importante señalar que las entrevistadas mencionan que 
en comunidades con poco acceso a la institucionalidad formalizada los 
servicios de salud han sido prestados por particulares por fuera del sis-
tema oficial. Durante el proceso de investigación surgieron dos tipos de 
actores con papeles claves para el acceso a la salud sexual y reproductiva, 
incluyendo la interrupción del embarazo, en zonas de conflicto. Por un 
lado, están las ONG que en algunas zonas prestan servicios por medio de 
brigadas de salud. Por otro lado, están las parteras tradicionales. Si bien no 
cuentan con la capacitación y autorización formal y regulada para este tipo 
de procedimientos, están legitimadas socialmente y juegan un rol impor-
tante en muchas comunidades, incluso para la interrupción de embarazos. 
Adicionalmente, como destaca una entrevistada, hacen el papel de acom-
pañamiento emocional que necesitan las mujeres. En zonas de conflicto 
armado, en donde la autonomía reproductiva es más compleja aún porque 
coincide con pobreza y falta de capacidad institucional, y el acceso al sis-
tema de salud tiene otras prioridades, estos particulares parecen jugar un 
rol importante.30

Limitaciones a la IVE propias  
de contextos de conflicto armado
En esta sección, caracterizaremos de manera general dos de las barreras 
de acceso a la IVE que identificamos como propias del contexto del con-
flicto armado: la movilidad y el temor. Frente a esto, hacemos una salve-
dad: a pesar de que es posible pensar que la principal característica de las 
barreras que enunciaremos a continuación es el hecho de que son radi-
calizaciones de obstáculos que se presentan en contextos cotidianos, las 
ubicamos en la sección de limitaciones a la IVE propias de contextos de 
conflicto porque, a partir de la información recolectada por las entrevistas 
y la bibliografía sobre el tema, pudimos advertir que las restricciones que 
enfrentan las mujeres para movilizarse y para tomar acciones con respec-
to a su derecho a interrumpir el embarazo en escenarios dominados por 
actores armados se encuentran directamente vinculadas con los estrictos 
órdenes sociales promovidos por estos. En este sentido, aunque, en efecto, 
las mujeres en escenarios cotidianos enfrentan barreras asociadas a la mo-
vilidad y al temor, en el contexto del conflicto estos obstáculos se definen 
por ser consecuencia directa del control que los actores armados ejercen 
sobre los territorios. 

	 30	 Experta 1, experta 2 y experta 12.
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Movilidad
La investigación Derecho al Estado (García Villegas y Espinosa 2013) 
sostiene que, en términos generales, las zonas de Colombia en las que el 
conflicto armado se ha desarrollado con mayor intensidad son territorios 
geográficamente alejados de los principales centros urbanos, con difícil 
acceso y débil presencia institucional, así como mayores índices de pobre-
za. Una de las expertas entrevistadas destacó:

Yo siento que en el marco del conflicto armado, el ejercicio del 
derecho a la salud es más difícil, por tanto es más difícil el dere-
cho al IVE. No es nada distinto porque se tiene la “ventaja” de 
tener una guerrilla que no es fundamentalista religiosa, enton-
ces ese no es el problema, como puede ser en Afganistán, donde 
el conflicto porque una mujer interrumpa el embarazo es más 
fundamentalista. En Colombia el problema de movilidad es lo 
que complica el ejercicio del derecho, además está claro que el 
ejercicio al derecho al IVE es más fácil en las grandes ciudades y 
entre más se aleje hay más barreras.31

En una encuesta sobre barreras al acceso a la salud en zonas de con-
flicto armado realizada por Médicos Sin Fronteras a población civil ha-
bitante de zonas directamente afectadas por el conflicto en siete depar-
tamentos de Colombia,32 solo el 17,6 % de los encuestados puede llegar 
a un servicio de salud dentro de la primera hora,33 a pie o en el medio de 
transporte que usan, lo cual es un indicador de la disponibilidad deficita-
ria de los servicios de salud. El promedio de horas que tarda una persona 
en llegar al servicio de salud fue de 9,12 horas. El 60 % de las personas en-
cuestadas incluyó la lejanía como uno de los factores para no ir al médico. 
En muchas ocasiones, el servicio de salud más cercano fue abandonado o 
no cuenta con el personal ni el equipamiento indispensable para la aten-
ción (Médicos Sin Fronteras 2010).

Una entrevistada señala que en razón del conflicto armado y de los 
obstáculos de movilidad generados por este, “se han tenido muchos casos 
del segundo trimestre: con estos casos lo que hemos hecho es tratar de 

	 31	 Experta 6.
	 32	 Antioquia, Arauca, Bolívar, Caquetá, Chocó, Nariño y Norte de Santander.
	 33	 Poder llegar a un servicio de salud en la primera hora se considera den-

tro del límite que el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) entiende como acceso geográfico adecuado (Médicos Sin Fronte-
ras 2010).
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ayudar, porque la mayoría de mujeres que llegan en el segundo trimes-
tre, claramente por razones relacionadas con el conflicto, pues impide que 
las mujeres se acerquen a requerir la atención necesaria”.34 Cuando se le 
preguntó a la entrevistada por qué las mujeres se acercaban a los puestos 
de salud a solicitar el servicio en un estado de embarazo tan avanzado, 
ella respondió: “los enemigos están adentro […] las personas no pueden 
salir […] con las fronteras invisibles las mujeres pueden pasar un mes, 
dos meses, sin salir. Eso es determinante para que lleguen con embarazos 
muy avanzados y las mujeres en este momento violadas están teniendo sus 
bebés”.35 El traslado para acceder a una interrupción del embarazo conlle-
va riesgos de seguridad así como temor por parte de las mujeres, lo cual es 
una fuente de barreras para solicitar la interrupción del embarazo durante 
el primer trimestre (esto se desarrollará en el siguiente acápite). 

Este tema de la movilidad fue descrito por las expertas entrevista-
das como un elemento que evidencia el continuum de violencia que se 
establece entre los contextos no armados y los armados. Sin embargo, si 
bien el continuum es claro en tanto que la precariedad en la movilidad 
hacia los centros de salud ha sido identificada como una característica de 
la ausencia de Estado en diversas zonas del país, en este caso se podría 
pensar que la movilidad se dificulta, además, por las estrictas regulaciones 
sociales impuestas por los actores armados. En esta dirección, aunque hay 
un continuum, los conflictos armados también operan e imponen unas 
violencias específicas que no se reducen a la tesis de la continuidad. 
Temor
En lo que respecta a los casos de violencia sexual en el marco del conflic-
to, los obstáculos que las mujeres víctimas de este delito enfrentan para 
acceder a la IVE se remiten, principalmente, al temor a denunciar a sus 
agresores. El requisito establecido en la sentencia C-355/06 para acceder 
a la IVE bajo la causal de violencia sexual es la presentación de la denun-
cia. El conflicto genera más barreras para denunciar, no solamente por la 
falta de presencia de autoridades competentes, sino sobre todo por los 
miedos y las restricciones asociadas a la presencia de actores armados. 
Incluso cuando no hay amenazas directas, las mujeres pueden sentirse 
inclinadas a no denunciar, o buscar una IVE, por la presencia del actor 
armado: “Hay una sumatoria de muchas cosas: la presión directa del actor 

	 34	 Experta 5.
	 35	 Experta 12.
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que ejecutó la agresión. Sea actor legal o ilegal. La ausencia de la institu-
ción estatal que casi siempre está lejos. Y también el temor de ellas, y el 
desconocimiento”.36

En algunas zonas de conflicto la población civil necesita pedirles per-
miso a los actores armados para poderse movilizar en el territorio. En los 
casos de violencia sexual en los cuales el agresor es un actor armado, el salir 
de la zona para acudir a la institucionalidad e interponer una denuncia en 
su contra para acceder a una IVE se torna un obstáculo casi insuperable. 
Esto tanto por las consecuencias que puede tener para la vida de la mujer e 
incluso su grupo familiar la denuncia, como también por los impedimen-
tos concretos que ponen los actores armados, pues muchas entrevistadas 
relatan cómo, en retenes, obligan a las mujeres a bajarse y devolverse.

En los cascos urbanos existen servicios de salud estatales con 
total deficiencia. Lo primero que se busca es que la mujer acceda 
a los servicios del Estado, pero en muchas ocasiones se les prohí-
be la salida del lugar donde se encuentran o para ello necesitan 
un permiso especial, o no tienen con quién dejar a los hijos que 
tienen.37 

Un caso relatado por una entrevistada en la que una docente en Bue-
naventura es violada por paramilitares es particularmente diciente:

...esta señora que realmente tenía pánico, pánico porque tenía 
una amenaza sobre ella, sobre el embarazo […] que si abortaba 
la mataban. Así le dijeron a esta docente […] a ella prácticamen-
te la convierten en objetivo militar, entran a la casa y la violan, 
tres personas, y después que sale embarazada, porque ella va y 
pone la denuncia en seguida entonces la amenazaron por haber 
puesto la denuncia […] como la información se filtra, la infor-
mación se filtró.38 

De este modo, se interrelacionan varios factores que puede pensarse 
que generan situaciones en las cuales es particularmente difícil para las 
mujeres en contextos de conflicto armado acceder al servicio de la inte-
rrupción del embarazo. Se trata de escenarios en los que el control social 
impuesto por los actores armados se sostiene sobre diversas restricciones 
en los cuerpos y las vidas de quienes están bajo su dominio. En el caso de 

	 36	  Experta 7.
	 37	  Experta 5.
	 38	  Experta 12.
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la docente, a través de amenazas e intimidaciones constantes, los parami-
litares obstaculizaron su acceso a la IVE. 

Uno de los factores que puede incidir en que el temor aumente es 
la alta impunidad que persiste en el país frente a la violencia sexual en 
escenarios de conflicto. De acuerdo con el estudio de ABColombia, Sisma 
Mujer, U.S. Office on Colombia (2013), la impunidad en casos de vio-
lencia sexual en el marco del conflicto armado es del 98 % y, según Sis-
ma Mujer, el subregistro de este delito es del 95 %, lo cual influye directa 
y negativamente en la atención, asistencia y reparación que las víctimas 
requieren, pues su consecuencia principal es “la omisión habitual de [la 
violencia sexual] y de su relación con el conflicto armado colombiano” 
(Sisma Mujer 2009: 28). Este alto subregistro puede considerarse como 
un síntoma del silencio por parte de las mujeres a la hora de denunciar y 
tomar acciones legales y médicas frente a la violencia sexual. Los estudios 
de organizaciones de mujeres señalan que uno de cada cinco casos de vio-
lencia sexual es denunciado, y de dichos casos, solo en dos de cada 100 se 
alcanza una condena. De igual manera, aproximadamente el 82 % de las 
mujeres víctimas de violencia sexual no denuncian (ABColombia, Sisma 
Mujer, U.S. Office on Colombia 2013). Así, “las posibilidades de ser san-
cionado tras cometer un acto de violencia sexual son casi nulas” (p. 15).

Estas condiciones de impunidad pueden ser interpretadas como 
un círculo vicioso en el que, debido al temor de las mujeres a denunciar 
por las constantes amenazas y regulaciones impuestas por los actores ar-
mados, la violencia sexual se convierte en un delito invisible con pocas 
posibilidades para su atención y reparación. Pero, al mismo tiempo, esas 
condiciones de impunidad que se generan a raíz de las lógicas del conflic-
to producen una falta de fe en las instituciones del Estado, que obstaculiza 
que las mujeres recurran a los entes oficiales para denunciar o solicitar 
servicios como la IVE; es en razón de esto que los abortos en condiciones 
inseguras son constantes (ABColombia, Sisma Mujer, U.S. Office on Co-
lombia 2013). 

Consideraciones finales
Cuando se le preguntó a una de las entrevistadas por las razones más co-
múnmente dadas por las mujeres para solicitar la IVE en zonas de ocupa-
ción de actores armados, respondió: 

Las causales son en zonas de conflicto desde la violación por el 
actor armado, hasta la falta de acceso a métodos anticoncepti-
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vos, no hay acceso al conocimiento del método, muchas usan un 
anticonceptivo un mes y al otro mes no lo consiguen, las zonas 
son muy lentas, además la violencia es altísima: las obligan tanto 
los actores como sus maridos. El tema del acceso es primordial 
a la información y el anticonceptivo y el conflicto como causal. 
Algunas personas que trabajan en el sistema de salud, no tienen 
conocimiento del anticonceptivo de emergencia.39

Este testimonio reúne varios de los problemas que se delinearon en 
esta investigación y muestra la urgencia de investigar con profundidad las 
dificultades que tienen las mujeres habitantes de zonas ocupadas por ac-
tores armados para acceder efectivamente a su derecho a la interrupción 
del embarazo. El conflicto no solo agudiza barreras estructurales como 
el desconocimiento de los métodos de anticoncepción y de los derechos 
sexuales y reproductivos o ratifica los estereotipos y roles de género que 
restringen la autonomía de las mujeres, sino que, además, ubica al cuerpo 
de las mujeres en el foco de acción de los actores armados; en escenarios 
de control armado, el cuerpo femenino se convierte en depositario de las 
prácticas de control social implementadas por los actores armados para 
consolidar su poder en las regiones ocupadas. La autonomía reproductiva 
y, en este sentido, la posibilidad de acceder a la IVE, se ven apresadas en 
regímenes de control dependientes de la voluntad y de las posibilidades y 
limitaciones que el orden armado promueve. 

Siguiendo el lenguaje de la biopolítica, es posible afirmar que el ac-
ceso a la IVE en el conflicto armado opera en medio de regímenes con-
cretos de control sobre la vida, la muerte y los cuerpos. La intersección 
entre los tres conjuntos de investigaciones reseñados en el estado del arte 
nos permitió centrar la mirada en un elemento clave a la hora de entender 
cómo funciona la autonomía reproductiva de las mujeres en el conflicto: 
los diversos repertorios de violencias y control social usados por los acto-
res armados para consolidar sus órdenes concretos sobre las comunidades 
tienen un peso significativo en el acceso a los derechos sexuales y repro-
ductivos. Las regulaciones sobre cómo debe o no debe ser una mujer, las 
concepciones de género que se promueven desde las mismas institucio-
nes y la precariedad de la presencia estatal en zonas ocupadas por actores 
armados son todos elementos que establecen regulaciones sobre el cuer-

	 39	  Experta 5.
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po femenino y delimitan qué puede y qué no puede hacer y bajo cuáles 
circunstancias. Estos regímenes de control hacen que los cuerpos de las 
mujeres sean vulnerables, al verse restringidos y sujetos a la voluntad de 
los actores armados. 

En efecto, estas restricciones impuestas por los contextos de con-
flicto hacia el cuerpo de las mujeres se traducen en vulnerabilidad en, al 
menos, dos sentidos: por una parte, sobre los cuerpos de las mujeres en 
general recae la vulnerabilidad de encontrar obstáculos para el ejercicio 
de su autonomía reproductiva; esto supone vulnerabilidad en la medida 
en que el cuerpo femenino está sujeto a otras voluntades que condicionan 
sus posibilidades y no le permiten a las mujeres acceder a derechos que 
las empoderan con respecto a sus vidas y sus cuerpos, y que reducen las 
posibilidades de daño (pues los abortos clandestinos tienden a producir 
afectaciones de largo plazo sobre el cuerpo de las mujeres). Pero, por otro 
lado, es posible afirmar que el conflicto armado opera con sus propias lógi-
cas de vulnerabilidad, las cuales, si bien varían entre actores y localidades, 
en general se caracterizan por la primacía de la voluntad de los armados 
y de sus objetivos de dominación territorial. En virtud de ello, en estos 
contextos los cuerpos de las mujeres son vulnerables a la violencia ejerci-
da por los actores armados, la cual no solo elimina físicamente los cuer-
pos, sino que —y sobre todo— les impone parámetros de regulación y los 
somete a violencias que afectan su movilidad, vitalidad y autonomía. Las 
dificultades para acceder a la IVE en los contextos armados son una evi-
dencia clara de cómo la biopolítica del conflicto atraviesa los cuerpos de las 
mujeres y los violenta por medio del ataque a su autonomía reproductiva. 

Siguiendo a Butler, el primer paso para comenzar a eliminar las bre-
chas en la desigual distribución de la vulnerabilidad es “evaluar y oponer 
las condiciones bajo las cuales ciertas vidas humanas son más vulnerables 
que otras” (2006: 57). En el marco de este objetivo, la presente investi-
gación funge como un diagnóstico, un primer mapa de vulnerabilidad de 
los cuerpos de las mujeres en lo que respecta a su autonomía reproductiva 
en el marco del conflicto. La idea era trazar rutas de investigación para 
que, en el futuro, ese mapa de vulnerabilidad se vuelva más completo, por 
ejemplo, al mostrar cómo, al entrecruzar variables como etnia, raza y clase, 
los cuerpos de las mujeres participan de diferentes grados de vulnerabili-
dad y se ven atravesados por biopolíticas con impactos diferenciados. Para 
ello, es fundamental comprobar estas primeras hipótesis en un estudio de 
campo, con el fin de obtener, más que un panorama general, una caracteri-
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zación más completa y detallada de cómo operan los regímenes biopolíti-
cos concretos sobre la autonomía de los cuerpos de las mujeres, y con base 
en ello, proponer instrumentos para reducir su influencia.

Algunos de los caminos investigativos que este documento deja 
abiertos de cara a examinar y caracterizar los órdenes biopolíticos promo-
vidos por los actores armados y la vulnerabilidad que estos generan sobre 
la autonomía reproductiva de las mujeres son los siguientes: en primer 
lugar, no hay estudios que de manera más integral aborden el concepto de 
autonomía reproductiva en el marco del conflicto armado y las relaciones 
entre varios elementos como son la violencia sexual, el acceso a la IVE, y 
también otras manifestaciones que se presentaron de manera tangencial, 
tales como el aborto y el embarazo forzado, la anticoncepción y la este-
rilización forzada, y la construcción de la maternidad en un contexto de 
conflicto. Asimismo, esta investigación abre preguntas sobre cómo se con-
figura la autonomía reproductiva y el acceso a la IVE al interior de las filas. 
También vale la pena ampliar la forma como opera la interseccionalidad 
en el acceso a la IVE en el conflicto armado, pues esto permitiría identifi-
car de manera más precisa cómo funcionan las escalas de vulnerabilidad 
en el conflicto, esto es, cómo la autonomía de los cuerpos es vulnerada de 
manera diferencial. Y, finalmente, el examen de las diferencias entre acto-
res armados y contextos concretos se hace necesario para caracterizar los 
distintos matices y las diversas modalidades de restricción a la autonomía 
sexual y reproductiva de las mujeres. 

Para futuras investigaciones en la temática, así como para la cons-
trucción de políticas públicas adecuadas y eficaces, es fundamental el for-
talecimiento de los sistemas de información para recoger datos específicos 
sobre este tema. Actualmente hay grandes deficiencias en los sistemas de 
información en los que se pretenden registrar los procedimientos de IVE, 
con un alto subregistro y falta de detalles que permitan desglosar la infor-
mación adecuadamente. Por ejemplo, no hay ningún registro que identi-
fique los procedimientos de IVE relacionados con el conflicto armado, lo 
cual imposibilita un estudio cuantitativo en la materia. Además, según la 
información recogida en esta investigación, muchas mujeres se desplazan 
de las zonas de conflicto hacia cascos urbanos principales para acceder a 
la IVE, por lo que tampoco es posible identificar los casos por un desglose 
geográfico de los registros de procedimientos.

Dado que Colombia ha estado en conflicto por más de cincuenta 
años, y que este afecta amplias zonas del país, no es posible pensar la im-
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plementación efectiva de la despenalización parcial del aborto sin pregun-
tarse cómo la violencia relacionada con el conflicto afecta o no el acceso 
de las mujeres a la práctica de la interrupción del embarazo. Esta pregunta 
resulta importante para pensar políticas hacia el posconflicto, por lo que 
este estudio es altamente relevante en el marco de la construcción de la 
paz. En el contexto del posconflicto es clave fortalecer la institucionalidad 
en el territorio colombiano, entre ella, el sistema de seguridad social en 
salud y la prestación de todos los servicios, incluida la IVE. El fortaleci-
miento de la autonomía y de la atención en salud sexual y reproductiva 
es un mecanismo importante de empoderamiento e inclusión democrá-
tica. Puesto en términos de Butler, en un contexto de posconflicto es fun-
damental preguntarse por cuáles son los mecanismos y las prácticas que 
operan en el conflicto armado, que hacen vulnerable la vida y los cuerpos 
de las personas involucradas en él. Superar esa vulnerabilidad sería un 
imperativo para acabar con las condiciones de posibilidad del conflicto y 
para dotar de herramientas a las mujeres a fin de que la violencia diferen-
ciada que recae sobre sus cuerpos pueda ser mitigada. 
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Anexo 1 
Listado de entrevistas
Se realizaron 19 entrevistas con un total de 21 personas

Entrevistas a personas vinculadas con organizaciones  
de mujeres y de salud no estatales

Experta 1 y experta 2

Experta 3 y experta 4

Experta 5

Experta 6

Experta 7

Experta 8

Experta 9

Experta 10

Entrevistas a personas vinculadas con instituciones del Estado

Experta 11

Experta 12

Experto 13
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